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SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, catorce de mayo de dos mil nueve.
Acta Nº 034 de mayo 14 de 2009.

Hora: dos y treinta de la tarde (2:30 p.m.)
En la fecha y hora señaladas, se constituye la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira en audiencia pública, con el fin de resolver el recurso de apelación interpuesto por los apoderados de ambas partes, contra la sentencia del 6 de noviembre del año anterior, dictada por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira en el proceso ordinario que promueve el señor LUÍS MARIO MORCILLO CELIS contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

La Sala en sesión previa revisó y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, que corresponde a la siguiente,

SENTENCIA
Por medio de apoderado judicial debidamente constituido, pretende el actor que se reconozca y pago su pensión de jubilación por aportes y, consecuentemente, se condene al ISS a su pago, en cuantía equivalente al 75% del IBL, desde el 20 de octubre de 2002, fecha en la que cumplió con todos los presupuestos más los intereses moratorios y las costas procesales.

Se afincan tales pedidos, en los hechos que a continuación pasan a sintetizarse:

El promotor del litigio nació el 20 de octubre de 1942, cumpliendo 60 años de edad en la misma fecha del año 2002 y teniendo más de 40 años al momento de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, siendo por tanto, beneficiario del régimen transitivo.
El pretensor cumplió parte de su vida laboral  con el Ejercito Nacional y la Armada Naciona, en un total de 13 años, 8 meses y 3 días, continuando cotizando al Instituto demandado por un total de 771 semanas, como lo reconoce la entidad en la Resolución que negó el pedido de pensión de vejez. Posteriormente se elevó nueva solicitud al ISS para obtener el reconocimiento de la prestación pensional de jubilación por aportes, pero el ISS negó el pedido.

Teniendo en cuenta los anteriores períodos, el actor alcanza más de los 20 años exigidos por la Ley 71 de 1988, por lo que es acreedor de la pensión de jubilación por aportes.

Mediante auto del 30 de agosto de 2007, el Juzgado Tercero Laboral de esta capital admitió la demanda y dispuso el traslado a la parte demandada, la que constituyó procurador judicial que se pronunció respecto de los hechos de la demanda, se opuso a las pretensiones y propuso como medios exceptivos de fondo los de “Inexistencia de la obligación demandada”, “Irretroactividad e irregularidad de los aportes efectuados al sistema de seguridad social”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios”, “Prescripción”, “Falta de causa”, “Ausencia de prueba del estado civil que permita atribuir un régimen jurídico especial, en consecuencia ausencia de legitimación por activa” y “No se          –sic- hay prueba de las calidades alegadas por el demandante”.

Así mismo, llamó en garantía al Ministerio de Defensa Nacional, teniendo en cuenta que el promotor del litigio pretende que se le tenga en cuenta el tiempo laborado en las fuerzas armadas.

El llamamiento fue admitido, dándose traslado al ente político que allegó respuesta proponiendo como excepción previa la de falta de competencia. 

En la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral y la Seguridad Social, luego de superarse fallidamente la etapa de conciliación, se declaró probada la excepción previa de falta de competencia, desvinculándose al Ministerio llamado en garantía. No se dictaron medidas de saneamiento, ni se modificaron las bases fácticas del litigio, procediéndose al decreto de las pruebas solicitadas por las partes, las que se allegaron al proceso en las posteriores etapas procesales.

En virtud de las medidas de descongestión adoptadas para este Distrito Judicial por el Consejo Superior de la Judicatura, mediante el Acuerdo 5053 de 2008, las diligencias se remitieron a los despachos creados, correspondiendo al Primero de Descongestión, cuya titular profirió decisión de fondo en la que concedió el derecho pensional al actor, al encontrar que se cumple con la densidad de semanas exigidas por la Ley 71 de 1988.

Para llegar a tal conclusión, la Juez se apoyó en la constancia del Ministerio de Defensa y las copias de las resoluciones del ISS aportadas con la demanda, de las cuales colige que el actor prestó sus servicios por más de 20 años.

Declaró probada parcialmente la excepción de prescripción, respecto de las mesadas causadas con antelación al 25 de octubre de 2005.
Ambas partes estuvieron inconformes con la decisión, por lo que interpusieron recurso de apelación, con los siguientes argumentos:

El portavoz judicial de la parte demandante, manifestó su inconformidad con lo decidido, por falta de concreción de la condena, pues siguiendo los lineamientos del artículo 307 del C.P.C., en lo posible, debe especificarse el monto de la condena. Así mismo, se muestra inconforme con la prescripción, como fue decretada, pues debe tenerse en cuenta la reclamación elevada el 17 de mayo de 2006.

Por su parte, el togado que representa al Instituto demandado, manifestó su inconformidad porque, en su sentir, no obra en el plenario prueba de la densidad de semanas exigidas para acceder a la pensión de jubilación por aportes. Indica que, además, las copias de las resoluciones referidas, no pueden ser tenidas en cuenta porque no son originales y, como documento público que son, deben traerse al proceso con tal característica.

El recurso se concedió y las diligencias se remitieron a esta Sala, donde se dispuso el trámite propio de la instancia.

Se procede a resolver lo que en derecho corresponda, con base en las siguientes,    

CONSIDERACIONES
Competencia.

Esta Sala es competente para desatar la alzada presentada por los portavoces judiciales de ambas partes, en virtud de los factores territorial y funcional, tal como lo establecen los artículos 5º y 15 literal b, ordinal 1º del Código de Procedimiento Laboral.
Problema jurídico.

Corresponderá a la Sala estudiar, en el presente asunto, lo relativo a la prueba del cumplimiento del tiempo cotizado para efectos de la pensión de jubilación. Posteriormente, se verificará lo tocante a la excepción de prescripción y su extensión para, finalmente, entrar a concretar la condena a imponer.

Prueba del monto de cotizaciones.

De entrada ha de despacharse desfavorablemente este punto de apelación, por la sencilla razón de que la prueba de las cotizaciones, en ningún caso, está sometida a solemnidades.

En efecto, no se trata de un “ad-substanciam actus” respecto del que la ley exija solemnidades especiales, por lo que es posible que por cualquier medio probatorio, obviamente lógico y suficientemente demostrativo, se acredite el monto de las cotizaciones.

Ahora, no desconoce esta Sala la idoneidad que para el efecto detenta la historia laboral del afiliado, en la que figure en cuales períodos efectuó sus aportes y el monto de los mismos, pero ello no quiere decir que sea el medio único de demostración, pues también es válida la determinación del tiempo cotizado por un beneficiario del sistema pensional, con apoyo en los actos administrativos que expida el ente asegurador y que informen el total de cotizaciones o las constancias laborales que permitan establecer en qué períodos se laboró. Por ello, se reitera, la prueba de estos períodos es libre.

En el presente caso, se aportaron copias de los actos administrativos proferidos por el Instituto reo del proceso, en los que negó el pedido pensional elevado por el actor –fls. 8 a 10-, en los que se reconoce que el señor Morcillo Celis aportó a esa entidad un total de 791 semanas. Debe precisarse que aunque estos documentos son aportados en copia simple, la parte pasiva del proceso en ningún momento los tachó de falsos o se opuso concretamente a su contenido, por lo que los mismos tienen plena validez, máxime cuando, al ser cotejados con la historia laboral allegada al plenario por disposición de este Tribunal (fls. 14 a 17 cdno. 2ª. Inst.), concuerdan con la información vertida.

Además de las anteriores resoluciones, se aportó con el libelo precursor de este procesamiento, certificado expedido por la Coordinadora del Grupo de Archivo General del Ministerio de Defensa Nacional –fl. 12-, en el cual se reflejan los tiempos que el actor laboró con las fuerzas armadas.

Dichos documentos, en el presente asunto, son suficientemente demostrativos del cumplimiento del monto de cotizaciones exigido por la Ley 71 de 1988, pues dan cuenta de que el actor prestó sus servicios por 10.460 días, esto es, más de 28 años de trabajo, superándose con creces los 20 años exigidos por aquella obra legal –art. 7º-.          
Excepción de prescripción.

Como atinadamente lo dijo la Juez a-quo, el derecho a recibir una pensión, como tal, es imprescriptible, esto es, no se pierde por el paso del tiempo. Lo que prescribe son los beneficios económicos que de tal derecho dimanan. 
El término prescriptivo aplicable a las mesadas pensionales, es el mismo consignado en el artículo 151 del Estatuto Instrumental del Trabajo y de la Seguridad Social, esto es, tres años después de su causación.

La prescripción puede ser interrumpida en su conteo y reiniciarse por un término igual, cuando el trabajador o, en materia de seguridad social, el afiliado eleva la reclamación al ente asegurador, caso en el cual, se inicia a contabilizar la prescripción trienal. Esta interrupción, puede tener ocurrencia una sola vez, salvo en los casos en que la prestación tenga una causación periódica, en lo que se pueden presentar múltiples interrupciones, teniendo en cuenta que cada prestación tiene un término de contabilización diferente.
La interrupción también se da, cuando el término prescriptivo deja de correr por la presentación de la demanda ante la jurisdicción laboral y se hacen las gestiones para su notificación, dentro del término de un año, señalado en el artículo 90 de la Codificación Procesal Civil.

En el presente caso, se tiene que el derecho pensional nació el 20 de octubre de 2002, cuando el actor cumplió 60 años de edad, según se desprende del registro civil de nacimiento allegado al infolio –h. 11-, momento para el cual ya cumplía con el tiempo de cotizaciones exigido.
Según se constata en la Resolución No. 001406 de 2003 –fl. 8- el actor elevó solicitud de reconocimiento pensional el 25 de octubre de 2002, es decir, en esa fecha, se interrumpió el término prescriptivo y a partir de la misma, inició nuevamente el conteo, que se extendió hasta el 25 de octubre de 2005, fecha para la cual, no se había presentado la demanda, lo que sólo se vino a hacer el 28 de agosto de 2007, tal como consta en el sello de la administración judicial –fl. 7 vto.-.

Pero además, la Resolución No. 4485 de 2007 –fls. 9 y 10- evidencia que el 17 de mayo de 2006, se elevó una nueva reclamación administrativa, con la cual operó, nuevamente, la interrupción de la prescripción de las mesadas pensionales causadas con antelación a la misma fecha del año 2003 y que, como se presentó la demanda en la referida fecha del 2007, quedaron a salvo de ser cobijadas por la prescripción.
Así las cosas, la prescripción cobijó solamente a aquellas mesadas causadas con antelación al 17 de mayo de 2003, como lo alega el apelante, careciendo de razón la Juez de primera instancia.
En síntesis, se modificará el numeral segundo de la sentencia de primer grado, en el sentido de que se declara probada la excepción de prescripción de las mesadas causadas con antelación al 17 de mayo de 2003.
Condena en concreto.

Siguiendo las voces del artículo 307 del Estatuto Procesal Civil, es deber de los dispensadores de justicia proferir decisiones judiciales concretas, esto es, establecer en forma diáfana el monto de las condenas que se hagan a favor de una de las partes.

Para tal fin, es posible incluso que el Juez haga uso de sus facultades oficiosas, pues el ideal es evitar que las providencias judiciales se presten a interpretaciones erróneas que dificulten su ejecución.

En el presente caso, en efecto, la Juez de descongestión omitió tasar la condena en concreto, por lo que resulta procedente, siguiendo lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 307 ya citado, adicionar la sentencia en tal sentido.

Para ello entonces, debe partirse por determinar cual es el IBL a tener en cuenta, para lo cual deberá acudirse a lo normado en el artículo 36, inciso 3º de la Ley 100 de 1993, que establece que en las pensiones fundamentadas en el sistema transicional, el IBL se obtendrá con una de las siguientes fórmulas:

· Si a la persona le faltaren, al 1º de abril de 1994, menos de 10 años para adquirir el derecho pensional, se tomará como base para liquidar su pensión el promedio del ingreso sobre el cual se cotizó en este período, actualizado anualmente con el IPC.

· En caso de que le faltaren más de 10 años, se tomará el promedio de lo devengado en toda la vida, actualizándose también en forma anual con base en el IPC.

En el asunto sometido a estudio de la Judicatura, el señor Morcillo Celis, al 1º de abril de 1994, le faltaban menos de 10 años para cumplir la edad, cumpliéndolos efectivamente el 20 de octubre de 2002, así que es del caso aplicar la primera de las fórmulas propuestas por el Legislador para la obtención del IBL, esto es, el promedio de lo devengado en este tiempo.
Para ello, se tomarán como base los valores consignados en la historia laboral que obra en el cuaderno de segunda instancia –fls. 14 a 17- y se actualizarán anualmente con los índices de precio al consumidor establecidos por el Dane así:

	IPC

Año
	Salario
	1994
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	Vlr. Act. a 2002.
	Núm. días
	Promedio.

	1994
	$240.000
	22.59
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	$750.738
	30
	$44.161

	1994
	$250.000
	22.59
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	$782.018
	95
	$145.670

	1994
	$200.000
	22.59
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	$625.615
	118
	$144.750

	1995
	$186.875
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	$476.840,50
	13
	$12.155

	1995
	$408.333
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	$1.041.925
	30
	$61.290

	1995
	$418.750
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	$1.068.505,50
	30
	$62.853

	1995
	$421.250
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	$1.074.885
	30
	$63.229

	1996
	$214.906
	
	
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	$459.037
	14
	$12.601

	2002
	$103.000
	
	
	
	
	
	
	
	
	$103.000
	10
	$2.020

	2002
	$308.889
	
	
	
	
	
	
	
	
	$308.889
	140
	$84.793

	TOTAL…
	$633.522


El ingreso base sobre el cual ha de establecerse la mesada pensional, es de $633.522, monto sobre el que ha de aplicarse la tasa de reemplazo para la pensión de jubilación, que de conformidad con el Decreto 2709 de 1994 –art. 8º- es del 75%.
Así las cosas, para el año 2002, la mesada pensional equivalía a $475.141,50.

En cuanto a las mesadas adeudadas, es indispensable que, en primera medida, se establezca el monto de la mesada en los años subsiguientes, atendiendo el incremento del IPC del año inmediatamente anterior, como lo regula el artículo 41 del Decreto 692 de 1994 y, partiendo de las mesadas no prescritas, establecer el monto del retroactivo adeudado, así:

	        IPC

VR. 2002
	VR. 2003.

IPC. 6.99%
	VR. 2004
IPC. 6.49%
	VR. 2005
IPC 5.50%
	VR. 2006
IPC 4.85%
	VR. 2007 IPC 4.48%
	VR. 2008 IPC 5.69%
	VR. 2009 IPC 7.67%

	$475.141,50
	$508.354
	$541.346
	$571.120
	$598.819
	$625.646
	$661.245
	$711.962,50

	MESADAS A PAGAR
	9
	14
	14
	14
	14
	14
	3

	TOTAL
	$4.575.186
	$7.578.844
	$7.995.680
	$8.383.466
	$8.759.044
	$9.257.430
	$2.135.887,50


Por mesadas atrasadas hasta el mes de marzo –inclusive- de 2009, el Instituto demandado adeuda a favor del señor Morcillo Celis la suma de $48.685.537. 
Así mismo, se condena a la entidad rea del proceso que continúe pagando la mesada pensional en los términos expuestos debiéndose incrementar anualmente para los años subsiguientes, con base al IPC.
Se exhorta a los Jueces del Distrito para que en lo sucesivo cumplan con el mandato contenido en el artículo 307 del Estatuto Procesal Civil, relativo a la concreción de las condenas, recordándoles que cuentan con la posibilidad de decretar las pruebas de oficio que sean pertinentes para ese fin.

En síntesis pues, se adicionará la sentencia de primera instancia, en el sentido de concretar la condena en los términos expuestos y se modificará lo atinente a la prescripción.

Costas en esta sede a cargo de la entidad rea del proceso.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

FALLA:

ADICIONAR la sentencia apelada, en el sentido de que por mesadas atrasadas, el Instituto demandado adeuda a favor del señor Luís Mario Morcillo Celis, la suma de CUARENTA Y OCHO MILLONES SEISCIENTOS OCHENTA Y CINCO MIL QUINIENTOS TREINTA Y SIETE PESOS ($48.685.537), hasta el mes de marzo de 2009, inclusive, y deberá continuar pagando en los meses de abril y siguientes de esta anualidad, la pensión de jubilación por aportes a razón de $711.962,50 mensuales y para los años subsiguientes con los incrementos respectivos del IPC.

SE MODIFICA el numeral 2º de la decisión, en el sentido de que se declara probada parcialmente la excepción de prescripción, respecto de las mesadas pensionales causadas con antelación al 17 de mayo de 2003.

Se confirma la decisión en todo lo demás.

Costas en esta sede a cargo de la entidad demandada.
No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se da por terminada y en constancia se firma el acta por quienes en ella intervinieron.

Notificada en estrados. 

Los Magistrados,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCIA CAICEDO CALDERON


HERNÁN MEJÍA URIBE
LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
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